La Consejera de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte, que suscribe, en relación con la pregunta realizada por la Parlamentaria Foral Ilma. Sra. D.ª Ana Figueras Castellano, adscrita a la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra/Nafarroako Ezker Batua, sobre la gestión del Centro Infanta Elena, (PES 183-09), tiene el honor de remitir la siguiente contestación.

El Centro Infanta Elena es un recurso residencial del Gobierno de Navarra para personas con discapacidad. Siendo un recurso público, su gestión es objeto de un contrato público cuya adjudicación se lleva a cabo con arreglo a la normativa vigente en la materia, que actualmente se encuentra básicamente recogida en la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos. Dicha norma establece los cauces de actuación, las condiciones y los pasos a realizar para la adjudicación del contrato a través del que será gestionado este recurso.

Con arreglo a lo establecido en dicha normativa, la adjudicación del contrato de referencia requiere la aprobación de un expediente de contratación que habrá de incluir los correspondientes pliegos de condiciones técnicas y administrativas, así como la tramitación del procedimiento administrativo establecido al efecto.

Uno de los objetivos de dicho procedimiento consiste en limitar la participación en el proceso de licitación a aquellas entidades que cuenten con la necesaria solvencia técnica, que habrá de acreditarse con arreglo a lo establecido en el pliego aprobado con ese objeto.

Así, dicha solvencia vendrá avalada, entre otras cuestiones, por la experiencia en los últimos tres años en gestión o prestación de servicios de atención a personas afectadas por discapacidad. 

Concretamente, en el proceso que nos ocupa, siendo cinco las ofertas presentadas, únicamente cuatro de las proponentes pudieron acreditar la solvencia técnica exigida: Aspace, Mapfre Quaehavitae, Servisar y Eulen. 

Una vez acreditada la solvencia técnica de estas entidades, la Mesa de Contratación constituida con arreglo a lo establecido en la normativa reguladora de la contratación administrativa, procedió a la valoración técnica de las propuestas presentadas con arreglo a lo establecido en los condicionados técnico y administrativo reguladores del proceso, otorgándose la puntuación que a cada una de las ofertas correspondía en función de los criterios previamente establecidos.

Finalmente y en último lugar, se procedió a la apertura y lectura, en acto público, de las propuestas económicas presentadas por cada uno de los licitadores, completándose así la puntuación otorgada a cada uno de ellos. 

La suma de ambas valoraciones, el proyecto técnico y la propuesta económica, dan como resultado el orden de prelación de los licitadores admitidos.

El proceso descrito tiene como finalidad la adjudicación del contrato a la opción más ventajosa entre las ofertadas, valorándose, en este caso, diversos aspectos además del económico, todo ello con la finalidad de que resultase adjudicada la propuesta que ofreciera un proyecto de gestión globalmente más adecuado.

Dicho esto, debe tenerse en cuenta que los pliegos de cláusulas administrativas particulares reguladores del contrato al que hacemos referencia no se limitan al establecimiento de las reglas con arreglo a las cuales se lleva a cabo la adjudicación del contrato, sino que establecen, además, los mecanismos con arreglo a los cuales la administración ha de efectuar el seguimiento del contrato a lo largo de su vida, así como a través de los que aseguran su correcta ejecución en todo momento.

Complementariamente, ha de recordarse que el Plan de Inspección en materia de Asuntos Sociales en Navarra, para el año 2009, aprobado por Orden Foral 54/2009, de 17 de febrero, incluye, dentro de su línea básica segunda, orientada a la supervisión y control de los centros y servicios, la realización de al menos una visita semestral a todos los centros residenciales de discapacidad, entre los que, obviamente, se encuentra el Centro Infanta Elena.

Por otra parte, por lo que hace referencia a la calidad del empleo del personal del Centro Infanta Elena, se debe aclarar que el pliego de cláusulas administrativas regulador del mismo, al que se viene haciendo constante referencia, incluye, para la empresa adjudicataria, la obligación de subrogación en los contratos de la plantilla actual del centro, mecanismo mediante el que se asegura la continuidad de los trabajadores en sus puestos de trabajo.

Finalmente, en esta mismo sentido, resulta conveniente recordar la existencia en Navarra de un Convenio Colectivo del sector "Centros Públicos Concertados de Atención a Discapacitados" cuya firma fue impulsada desde el propio Gobierno de Navarra y que establece unas condiciones que aseguran la calidad del empleo de los centros incluidos en su ámbito de aplicación, entre los que se encuentra el que nos ocupa. 

Pamplona, a 28 de junio de 2009

La Consejera de Asuntos Sociales,  Familia, Juventud y Deporte: María Isabel García Malo
